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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la 

Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 

Jiménez Velázquez, jueza ponente. 
 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 11 de enero de 2016. 

 El Consejo de Titulares del Condominio La Cima de Torrimar 

presentó, el 17 de septiembre de 2015, esta Petición de certiorari 

para impugnar las órdenes judiciales que autorizaron a la titular 

Michele Vasarely consignar ante el tribunal ciertas cantidades 

adeudadas por concepto de cuotas de mantenimiento, derrama y 

prima de seguro del condominio. Ello, en el contexto de un litigio 

en daños y perjuicios instado por la titular y Windsor Regency 

contra dicho Consejo, y su aseguradora. 

 A esta fecha, la parte recurrida, señora Michele Vasarely, ni 

Windsor Regency, han presentado su posición respecto al recurso 

de certiorari. Por lo tanto, prescindimos de su comparecencia a fin 

de impartir justicia apelativa de manera eficaz y rápida. 

 Tras examinar con detenimiento el recurso, así como los 

documentos que conforman su apéndice, expedimos el auto de 

certiorari y revocamos la Orden emitida el 21 de mayo de 2015, 

                                                 
1 Véase, Sentencia parcial del 14 de agosto de 2015, mediante la cual se corrigió 

el nombre de la parte co-demandada. 
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notificada, de manera adecuada, el 8 de septiembre de 2015. 

Asimismo, revocamos la Orden expedida el 17 de julio de 2015. 

 Nos explicamos. 

I 

 De trasfondo al litigio entre Windsor Regency  (Windsor) y la 

señora Michele Vasarely (Vasarely),2 y el Consejo de Titulares del 

Condominio La Cima de Torrimar (Consejo de Titulares), y su 

aseguradora, existe un pleito civil entre la señora Vasarely  y otro 

vecino y titular del Condominio La Cima de Torrimar, el cual se 

ventila ante el foro federal. A raíz de dicha polémica, Windsor y la 

señora Vasarely instaron la presente acción judicial contra el 

Consejo de Titulares y su aseguradora por presuntamente haber 

actuado de forma negligente y dolosa para afectar sus derechos 

propietarios frente al otro titular. Entre las alegaciones de Windsor 

y la señora Vasarely contra el Consejo de Titulares y su 

aseguradora, se configuran varias actuaciones de la parte 

demandada que intiman como trato discriminatorio, tales como, 

negarle acceso a ciertos documentos relativos a la administración 

del condominio; encubrimiento de las actuaciones del otro titular 

al remover informes de incidentes, que presuntamente reflejaban 

hostigamiento y actos cuasi delictivos de dicho titular en su 

contra; retrasar la reparación de la azotea por tiempo prolongado, 

lo que provocó filtraciones en su apartamento; ordenar registros 

ilegales a su propiedad, entre otros. La señora Vasarely reclamó 

daños y sufrimientos mentales montantes a la cantidad de 

$150,000, y cierto rembolso de gastos por reparaciones, no 

cuantificado, en que incurrieron y debieron ser sufragados por el 

condominio o su aseguradora. 

                                                 
2 Conforme las alegaciones de la demanda, la señora Vasarely es la única 
accionista y dueña de Windsor Regency, una corporación debidamente inscrita y 

organizada por las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 
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 Tal cual surge de la petición de certiorari, Windsor y la 

señora Vasarely acompañaron su demanda, presentada el 8 de 

mayo de 2015, con una solicitud de consignación de fondos 

montantes a $3,141.90, correspondiente a su participación en el 

pago de la póliza del condominio. La consignación se realizó por el 

fundamento de que los demandados habían amenazado a la parte 

demandante con cortar los servicios de las utilidades del 

apartamento, si la señora Vasarely no pagaba su participación en 

la póliza de seguro del condominio ascendente a $3,141.90.3 El 

tribunal autorizó la consignación mediante Orden emitida el 21 de 

mayo de 2015. 

 El Consejo de Titulares contestó la demanda y formuló una 

reconvención relacionada al rembolso de ciertos gastos por 

reparación incurridos por este al reparar el techo del apartamento 

de la señora Vasarely debido a los cambios estructurales 

efectuados por esta en el apartamento, que se alegan fueron la 

causa próxima de las filtraciones. La reconvención fue replicada 

por la parte demandante. 

 Tras varios trámites de rigor, y que no habremos de 

pormenorizar, el 14 de julio de 2015, Windsor y la señora Vasarely 

presentaron otra moción para consignar fondos adicionales. En 

esta ocasión, la cantidad de $4,309.97 desglosada en tres pagos de 

$1,273.22, cada uno, correspondientes a las cuotas de 

mantenimiento de los meses de mayo, junio y julio de 2015, y 

$490.97 por concepto de la derrama. La parte demandante recabó 

del tribunal que aceptara la consignación de los fondos hasta que 

se dirimiera la controversia entre las partes. De nuevo, el tribunal 

aceptó la consignación de fondos el 17 de julio de 2015. 

                                                 
3 De hecho, en la moción se afirmó que la señora Vasarely reconocía su 

obligación de pagar el seguro. También, que la suma fuera aceptada hasta que 
las partes resolvieran la controversia y se estableciera la suma que la 

demandada debería pagar a la demandante en daños y perjuicios. 



 
 

 
KLCE201501385 

 

4 

 El Consejo de Titulares se opuso a la consignación de fondos 

adicionales y solicitó reconsideración de la primera consignación el 

21 de julio de 2015, pero la misma fue declarada No Ha Lugar el 14 

de agosto de 2015, notificada en volante OAT-082 el 18 de agosto 

de 2015. En su argumentación en oposición a la consignación 

efectuada, el Consejo de Titulares adujo que nunca se ha negado a 

recibir el pago adeudado por concepto de prima de seguro, de las 

cuotas de mantenimiento y la derrama. Por lo tanto, la 

consignación era improcedente en derecho. Artículo 1130 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3180. De otra parte, 

planteó que la Ley de Condominios de Puerto Rico, Ley Núm. 103-

2003, en su Artículo 39, establece que ningún titular podrá 

librarse del pago de las cuotas de mantenimiento, aun en aquellos 

casos en que haya entablado un litigio contra el Consejo de 

Titulares o Junta de Directores por asuntos relacionados con la 

administración o mantenimiento de las áreas comunes. 31 LPRA 

sec. 1293c. También, planteó que tal requerimiento “facilita la 

sana administración de un condominio, que normalmente, como es 

nuestro caso, trabaja con un presupuesto ajustado, por lo que no 

recibir el importe de las cuotas y de las derramas aprobadas pone 

en riesgo su operación y le obliga a incumplir con sus 

obligaciones”.4 

 Windsor y la señora Vasarely se opusieron al retiro de los 

fondos consignados bajo la premisa de que la consignación 

obedecía a que estaban en espera a que la controversia entre las 

partes fuera resuelta por el tribunal, y a que se estableciera la 

cuantía a que vendrían obligados los demandados a pagar a la 

señora Vasarely en su reclamación de daños y perjuicios. Es decir, 

que la señora Vasarely había consignado los fondos de 

                                                 
4 Moción de reconsideración a Orden del tribunal del 21 de mayo de 2015 y 
oposición a Moción para consignación de fondos adicionales, Anejo 16 del 

Apéndice al recurso, pág. 51. 
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mantenimiento, pues el Consejo de Titulares y su aseguradora le 

debían una cantidad mayor por los presuntos daños que le habían 

ocasionado. Además, argumentó que no se había librado del pago 

de las cuotas de mantenimiento. Simplemente las había 

consignado en el tribunal, sin que ello afectara las finanzas del 

condominio ya que los fondos “consignados revertirán” a esta, 

puesto que el Consejo de Titulares adeudaba una suma aún 

mayor.5 También, hizo referencia a la Regla 35.3 de las de 

Procedimiento Civil. 32 LPRA Ap. V, R. 35.3. 

 El Consejo de Titulares replicó en cuanto a la referencia a la 

Regla 35.3 de las de Procedimiento Civil sobre ofertas de sentencia 

y de pago respecto a sumas de dinero o la disposición de cualquier 

otra cosa que pueda ser objeto de entrega (depósito en el tribunal) 

para distinguirla de la consignación regulada por el Código Civil de 

Puerto Rico, supra. Es decir, el Consejo de Titulares planteó que la 

norma procesal se refiere únicamente a un bien susceptible de ser 

depositado cuando este es el objeto del litigio y del cual pueda 

disponerse cuando se adjudique los derechos y deberes de las 

partes litigantes; no a las cuotas de mantenimiento que un titular 

de un condominio viene obligado a pagar por mandato de ley. 

Reiteró que las cuotas de mantenimiento, la derrama y el pago de 

su participación en el pago de la póliza de seguro del condominio 

no eran objeto del litigio en cuestión.6 

 Por último, el Consejo de Titulares argumentó que la parte 

demandante al depositar o consignar las cantidades en cuestión en 

realidad procuraba asegurar la sentencia que pudiera recaer a su 

favor. Para ello, sostuvo que Windsor y la señora Vasarely tendrían 

que acudir a los remedios provisionales dispuestos en la Regla 56 

                                                 
5 Véase, Oposición a solicitud para retiro de fondos consignados, Anejo 17 del 

Apéndice al recurso, págs. 56-59. 
6 Véase, Réplica a oposición a solicitud para retiro de fondos consignados, Anejo 

18 del Apéndice al recurso, págs. 61-67. 
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de las de Procedimiento Civil, que requieren notificación previa y 

prestación de fianza, lo cual no había ocurrido. Asimismo, 

concluyó que sólo mediante la consignación en virtud del Artículo 

1130 del Código Civil se entiende extinguida la deuda. Por lo tanto,  

al Windsor y la señora Vasarely sostener que el depósito se realizó 

a la luz de la Regla 35.3 de las de Procedimiento Civil, subsistía la 

deuda por cuotas de mantenimiento, derrama y participación en el 

pago de la póliza de seguro del condominio. En su consecuencia, 

solicitó que se ordenara el retiro de los fondos a favor del Consejo 

de Titulares del Condominio La Cima, en pago de las cuotas de 

mantenimiento, derrama y participación en el pago de la póliza de 

seguro del condominio de la titular en cuestión. 

 Dado que las partes demandadas nunca fueron notificadas, 

la Orden emitida el 21 de mayo de 2015, fue notificada, de manera 

adecuada, el 8 de septiembre de 2015. Es decir, el tribunal se 

reiteró en su determinación de autorizar la consignación de las 

cuantías en cuestión. 

II 

 El Consejo de Titulares formuló los siguientes señalamientos 

de error: 

Primer error: Erró manifiestamente el TPI al ordenar la 
consignación de las cuotas de mantenimiento, la derrama 
y la aportación de la demandante al seguro del 
condominio, lo que constituye en efecto un embargo 
preventivo, sin observar los requerimientos de naturaleza 
constitucional incorporados a la Regla 56 de 
Procedimiento Civil respecto a notificación y vista previa. 
 
Segundo error: Erró manifiestamente el TPI al ordenar la 
consignación de las cuotas de mantenimiento, la derrama 
y la aportación de la demandante al seguro del 
condominio, lo que constituye en efecto un embargo 
preventivo, de forma innecesaria porque, ante las 
alegaciones de negligencia de comprobarse 
responsabilidad las aseguradoras de La Cima ofrecen 
cubierta, por lo que no hay necesidad aquí de asegurar la 
sentencia de forma preventiva. 

 

 En su alegato, el Consejo de Titulares planteó, por primera 

vez, que el dictamen judicial constituye un embargo “preventivo”, 
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sin notificación o vista previa. Ello en consideración a que la parte 

demandante ha planteado que al hacer las consignaciones, en 

efecto, procuró el aseguramiento de la sentencia que pudiera 

recaer, en el futuro, a su favor. 

 Dadas las circunstancias procesales del presente recurso y 

las posturas de las partes litigantes ante el foro recurrido, no cabe 

duda de que la parte peticionaria insiste en enfocarlo desde la 

óptica de los remedios provisionales que proveen las Reglas de 

Procedimiento Civil, supra, y su incumplimiento con los 

requerimientos establecidos. También, la argumentación de 

Windsor y la señora Vasarely para justificar la legitimidad de la 

consignación de los fondos en cuestión, nos remite a las normas 

procesales relativas al aseguramiento de la sentencia en virtud de 

la Regla 56, supra, que pudiera recaer a favor de la parte que lo 

invoca. Asimismo, la actuación de la parte demandante, en el caso 

que nos ocupa, hay que examinarla desde la figura de la 

consignación y su procedencia o no en derecho en virtud de la Ley 

de Condominios de Puerto Rico, supra. 7 

 Por ello, primero es indispensable que examinemos si 

procede la consignación de fondos en el contexto de un litigio como 

el que nos ocupa. Es decir, si la consignación en cuestión está o no 

en armonía con las obligaciones de un titular de un apartamento 

en un condominio sometido al régimen de propiedad horizontal. 

 Veamos. 

III 

A 

 La figura de la consignación es tratada en nuestro Código 

Civil como una de las maneras de extinguir las obligaciones de 

pago. Dicho de otra manera, la consignación equivale al 

                                                 
7 Al entender en el recurso para revisar una orden sobre remedios provisionales 
al amparo de la Regla 56 de las de Procedimiento Civil, tenemos jurisdicción en 

virtud de la Regla 52.1. 
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cumplimiento de la obligación de pagar. Torres v. La Corte de 

Distrito, 10 DPR 21, 27 (1906). Por tanto, la consignación como 

causa de acción procura hacer efectiva una de las formas de pago 

contempladas en el derecho de las obligaciones, según regulado 

por el Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA secs. 3180-3183. Sin 

embargo, la consignación como forma de pago es un remedio a 

utilizarse solamente en las circunstancias particulares que 

establece el propio Código Civil. Para saber en qué circunstancias 

se pudiera activar esta forma de pago, es menester examinar el 

Artículo 1130 del Código Civil, supra, el cual, en lo pertinente, 

establece que: 

 Si el acreedor a quien se hiciere el ofrecimiento 
de pago se negare sin razón a admitirlo, el deudor 
quedará libre de responsabilidad mediante la 
consignación de la cosa debida. 
 
 La consignación por sí sola producirá el mismo 
efecto cuando se haga estando el acreedor ausente o 
cuando esté incapacitado para recibir el pago en el 
momento en que deba hacerse, y cuando varias personas 
pretendan tener derecho a cobrar, o se haya extraviado el 
título de la obligación. 
 

31 LPRA sec. 3180. (Énfasis nuestro). 
 

El propio Código Civil establece que, para que la 

consignación sea eficaz, debe ajustarse estrictamente a las 

disposiciones que regulan su pago. Por lo tanto, los requisitos de 

forma para la consignación deben estar precedidos del ofrecimiento 

de pago, como señala el Artículo que antecede. Además, se impone 

otro requisito mediante el Artículo 1131, a saber, “[p]ara que la 

consignación de la cosa debida libere al obligado, deberá ser 

previamente anunciada a las personas interesadas en el 

cumplimiento de la obligación”. En resumen, para que la 

consignación libere al deudor, es necesario cumplir con ciertos 

requisitos, a saber, que: (1) se hubiese ofrecido al acreedor la 

cantidad o cosas consignadas, (2) que el acreedor se hubiese 

negado a aceptarlas, y (3) que se le haya anunciado la 
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consignación a las personas interesadas en el cumplimiento de la 

obligación. Rivera Michel v. Registrador, 38 DPR 882 (1928).   

El efecto de la consignación declarada como bien hecha no 

es otra cosa que liberar al deudor de toda responsabilidad ante su 

acreedor por la cantidad consignada. Es evidente, pues, que el 

Artículo 1131 del Código Civil indica que, para que la consignación 

tenga el efecto antes señalado y, por lo tanto, sea eficaz, tendrá 

que ser previamente anunciada a las personas interesadas y 

tendrá que ajustarse estrictamente a las disposiciones que regulan 

el pago. La eficacia del pago, también, está condicionada a otra 

formalidad contenida en el Artículo 1132 del mismo cuerpo legal, 

el cual establece que la consignación se hará, depositando los 

bienes bajo autoridad judicial y acreditando el ofrecimiento de 

pago y el anuncio de consignación. Una vez hecha la consignación, 

también, deberá notificarse a los interesados.  

El aviso de consignación que tiene que efectuar el deudor, 

como requisito para su eficacia, quedó validado en el caso de 

García v. Fernández, 8 DPR 106, 107, 113 (1905), al interpretar las 

aludidas disposiciones del entonces Código Civil de Puerto Rico. En 

aquel momento, nuestro Más Alto Foro dictaminó que, para que la 

consignación ante la autoridad judicial sea eficaz y pueda liberar al 

obligado, es necesario que la cantidad consignada hubiere sido 

previamente ofrecida al acreedor y que éste se hubiere negado a 

aceptarla, y además que se le haya anunciado oportunamente la 

consignación. En otras palabras, la eficacia de la consignación 

está, a su vez, predicada en la negativa previa del acreedor de 

aceptar el pago de la obligación sin mediar justificación o razón 

legal suficiente.  

Sobre el tema de la consignación, el jurista y comentarista 

español Manresa ha expresado lo siguiente:  
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Exige la ley que a la consignación preceda un anuncio 
de la misma, requisito que no puede considerarse 
cumplido con el simple ofrecimiento del pago, ya por 
razón de la diferencia de concepto que entre ambos 
existe, ya porque la ley exige una y otra cosa con 
separación y nombres distintos.  Se diferencian en que el 
ofrecimiento por sí no intima como la consignación, 
quedando en un orden, por decirlo así, más amistoso y 
privado; y se explica que la ley pida además el anuncio de 
aquella atendiendo a que es aviso más serio, de 
consecuencias que tal vez venzan resistencias 
injustificadas, y atendiendo, por otra parte, a que la 
consignación exige que se prevengan, para hacer valer 
los derechos que con la misma se relacionen, aquellos 

que puedan tenerlos. 8 

(Énfasis nuestro). 

En armonía con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha adoptado la interpretación que el comentarista Manresa le 

impartió al Artículo 1131 de nuestro Código Civil, quedando claro 

que el ofrecimiento de pago y el aviso de consignación son dos 

actos diferentes, distintos en tiempo, y ambos necesarios para que 

sea eficaz la consignación.  

Por último, el Código Civil establece en el Artículo 1134, el 

cual se refiere a la declaración judicial sobre si la consignación 

está o no bien hecha, lo siguiente:  

Hecha debidamente la consignación, podrá el 
deudor pedir al tribunal o juez que mande cancelar la 
obligación. 

 
Mientras el acreedor no hubiere aceptado la 

consignación, o no hubiere recaído la declaración judicial 
de que está bien hecha, podrá el deudor retirar la cosa o 
cantidad consignada, dejando subsistente la obligación.  

 

31 LPRA sec. 3184. 
 

En tiempos más recientes, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico en el caso TOLIC v. Febles Gordián, 170 DPR 804, 819-820 

(2007), se expresó sobre los efectos liberatorios de la consignación 

bien hecha por declaración judicial:  

La determinación judicial lo que hace „es declarar 
que la consignación está bien hecha, reconociéndole los 

                                                 

8
 Manresa y Navarro, Comentarios al Código Civil Español, 6ta. ed., Madrid, Reus 

1967, Tomo VIII, Vol. I, a la pág. 725.  
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efectos liberatorios que perseguía el deudor desde que 
depositó la cosa; por lo tanto debe surtir efecto desde ese 
momento‟. 

  

 Tal cual expuesto, la consignación bien hecha por decreto 

judicial libera al deudor de la obligación desde el momento mismo 

de efectuada la consignación del pago o del depósito de la cosa. 

En resumen, tras examinar los articulados sobre la figura de 

la consignación y su jurisprudencia interpretativa, queda claro que 

una causa de acción de consignación con efectos liberatorios para el 

deudor podrá prosperar si se cumplen ciertas circunstancias y 

requisitos, a saber:  

(1) que exista una obligación de pago legalmente contraída;  

(2) que el deudor le hiciera un ofrecimiento de pago al 

acreedor;  

(3) que el acreedor a quien se hiciere el ofrecimiento de pago 

se negare sin razón a admitirlo;  

(4) que se le haya anunciado la consignación a las personas 

interesadas en el cumplimiento de la obligación;  

(5) que se ajuste estrictamente a las disposiciones que 

regulan el pago, es decir, que la consignación se efectúe, 

depositando los bienes o fondos bajo autoridad judicial y 

acreditando el ofrecimiento de pago y el anuncio de consignación; y 

finalmente,  

(6) que exista una declaración judicial de que la consignación 

está bien hecha.9 

B 

 La Ley de Condominios de Puerto Rico (Ley Núm. 103-2003), 

supra, en torno a la obligación de todo titular respecto a las 

                                                 
9 Es preciso aclarar que la causa de acción de la consignación en virtud del 

Código Civil de Puerto Rico, que hemos expuesto anteriormente, no se trata de 
un mero depósito judicial como acción subsidiaria a un litigio principal que se 

ventila ante el tribunal. La naturaleza de la acción de consignación como forma 
de pago, quedó afincada temprano en nuestra jurisprudencia en Torres v. La 
Corte de Distrito, supra, pág. 21, cuando se afirmó que: “La consignación … 

hecha debidamente, equivale al cumplimiento de la obligación de pagar.”   
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contribuciones para el pago de los gastos de administración de todo 

condominio sometido al régimen de propiedad horizontal, en lo 

pertinente a la controversia ante nos, dispone lo siguiente: 

 Los titulares de los apartamientos están 
obligados a contribuir proporcionalmente a los gastos 
para la administración, conservación y reparación de los 
elementos comunes generales del inmueble y, en su caso, 
de los elementos limitados, así como a cuantos más 
fueren legítimamente acordados. 
.        .        .        .        .         .         .        .        .       . 
 
 Ningún titular podrá librarse de contribuir a 
tales gastos por renuncia al uso o disfrute de los 
elementos comunes, ni por abandono del apartamento 
que le pertenezca, ni por haber incoado una 
reclamación administrativa o judicial contra el 
Consejo de Titulares o la Junta de Directores por 
asuntos relacionados con la administración o el 
mantenimiento de las áreas comunes, salvo que el 
tribunal o foro competente así lo autorice. 
 

31 LPRA sec. 1293c. (Énfasis nuestro).  

C 

 La concesión de un remedio provisional está regulada por la 

Regla 56.1 de Procedimiento Civil, supra, la cual establece los 

principios y guías generales que los tribunales deben tomar en 

cuenta al momento de conceder un remedio provisional. Dicha 

Regla dispone que: 

En todo pleito antes o después de sentencia, por 
moción del reclamante, el tribunal podrá dictar 
cualquier orden provisional que sea necesaria para 
asegurar la efectividad de la sentencia. El tribunal 
podrá conceder el embargo, el embargo de fondos en 
posesión de un tercero, la prohibición de enajenar, la 
reclamación y entrega de bienes muebles, la sindicatura, 
una orden para hacer o desistir de hacer cualesquiera 
actos específicos, o podrá ordenar cualquier otra medida 
que estime apropiada, según las circunstancias del caso. 
En todo caso en que se solicite un remedio 
provisional, el tribunal considerará los intereses de 
todas las partes y dispondrá según requiera la justicia 
sustancial.  
 

32 LPRA Ap. V, R. 56.1. (Énfasis nuestro).   

  

La antedicha Regla, cuyo propósito es asegurar la efectividad 

de las sentencias por medio de la concesión de remedios 

provisionales en todo pleito, está fundada en consideraciones de 

justicia y en el reconocimiento del interés social de que se provean 
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remedios adecuados para el cobro de deudas y reclamaciones. 

Además, se debe conceder aquel remedio provisional que mejor 

asegure la reclamación, pero que menos inconvenientes ocasione al 

demandado, es decir al concederlo hay que mantener un fino 

equilibrio entre ambos intereses. Nieves Díaz v. González Massas, 

178 DPR 820, 839-841 (2010); Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. Fom. 

Edu., 173 DPR 304, 315-318 (2008); Román v. S.L.G. Ruiz, 160 

DPR 116, 120-121 (2003); Stump Corp. v. Tribunal Superior, 99 

DPR 179, 184 (1970).  

 Tal cual expuesto, el embargo es uno de una serie de 

remedios provisionales disponibles a las partes litigantes. Vargas v. 

González, 149 DPR 859 (1999). En el caso de Alum Torres v. 

Campos del Toro, 89 DPR 305, 321 (1963), el Tribunal Supremo 

definió el embargo así: 

 El embargo es una interdicción jurídica en el 
patrimonio del deudor, decretada a petición … del 
acreedor reclamante. Uno de sus efectos procesales es 
el de sujetar o adscribir los bienes embargados al 
cumplimiento de la obligación o reclamación en el 
proceso principal, es decir, asegurar la efectividad de 
la sentencia que haya de dictarse en el caso de 
prosperar la acción ejercitada. 
 

(Énfasis nuestro). 
 

Es decir, sobre el embargo, como medida cautelar o en 

aseguramiento de sentencia, su vida y eficacia depende de la 

acción entablada. Este se puede dar contra fondos o contra bienes 

susceptibles de tal acción. Sin embargo, no todo fondo disponible 

es susceptible de un embargo. Por ejemplo, dadas consideraciones 

de política pública, el embargo o secuestro de fondos públicos para 

asegurar el cumplimiento de un obligado por sentencia, no 

procede, aunque los fondos estén disponibles para el pago a 

acreedores del Gobierno. E.L.A. v. Tribunal Superior, 98 DPR 524, 

533 (1970); Román v. S.L.G. Ruiz, supra, pág. 121. 

A su vez, la Regla 56.2 de Procedimiento Civil, supra, señala 

que no se concederá, modificará, anulará, ni se tomará 
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providencia alguna sobre un remedio provisional, sin notificar a 

la parte adversa y sin celebrar una vista, excepto según se 

dispone en las Reglas 56.4 respecto al embargo o prohibición de 

enajenar con fianza, y 56.5, relativo a una orden para hacer o 

desistir de hacer. 32 LPRA Ap. V, R. 56.2.  

De una lectura pausada de la Regla 56.2, supra, podemos 

colegir que el tribunal no podrá conceder, modificar, ni anular un 

remedio provisional sin antes: (1) notificar a la parte que resulte 

adversa, y sin (2) celebrar una vista en cuanto a ello. No hacerlo 

podría enervar y tener un efecto negativo sobre las garantías 

mínimas que dicta el debido proceso de ley, cuya base está 

arraigada en el principio de que toda persona sea oída antes de ser 

despojada de un interés protegido. Rivera Rodríguez & Co. v. Lee 

Stowell, etc., 133 DPR 881, 889 (1993). Los requisitos 

constitucionales del debido proceso de ley son extensivos a los 

remedios provisionales como el embargo. 

 De otra parte, la concesión, tanto como la anulación, de un 

remedio provisional es una determinación discrecional que toma el 

foro de instancia como parte de los procedimientos que se incoan 

ante sí. Por ello, “el adecuado ejercicio de la discreción judicial está 

inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la 

razonabilidad.” García v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005); 

Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). El Tribunal 

Supremo ha expresado que la discreción no es un poder que tienen 

los tribunales para actuar de una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho, “sino la obligación de aplicar las 

reglas del conocimiento distintivo a ciertos hechos jurídicos con el 

objeto de mitigar los efectos adversos de la Ley, a veces 

diferenciando unos efectos de otros.” Pueblo v. Sánchez González, 

90 DPR 197, 200 (1964). La discreción se puede manifestar de 

varias maneras en el ámbito judicial.  
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En fin, es norma reiterada que un foro apelativo no debe 

interferir con el tribunal de primera instancia en su facultad 

discrecional, a menos que se demuestre que este último haya 

actuado con prejuicio o parcialidad, haya incurrido en un craso 

abuso de discreción, o se haya equivocado en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. 

Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000).   

IV 

 

 Como cuestión inicial, es importante puntualizar que el 

litigio entre Windsor y la señora Vasarely contra el Consejo de 

Titulares y su aseguradora no trata de una acción en cobro de 

dinero por razón de obligaciones recíprocas de pago incumplidas. 

El pleito es simplemente una acción en daños y perjuicios por 

presuntos actos dolosos y negligentes. Tan sólo se reclama en la 

reconvención un rembolso por unas reparaciones efectuadas que, 

según se alega, correspondían a que la otra parte las hubiera 

realizado. Siendo ello así, la consignación de las cuotas de 

mantenimiento, derrama y de la cuantía por concepto de la 

participación en el pago del seguro del condominio no está 

relacionada a reclamación alguna contenida en la demanda, 

tampoco responde a reclamo alguno por vía de la reconvención. De 

hecho, al momento de la primera consignación de los fondos, la 

titular reconoció su obligación de realizar el pago correspondiente 

a su participación del seguro del condominio en cuestión. El 

Consejo de Titulares no le ha reclamado por la vía judicial pago 

alguno a la titular por los anteriores conceptos. El incumplimiento 

de la señora Vasarely con el pago de las cuotas de mantenimiento, 

la derrama y la participación en el pago de la póliza de seguro del 

condominio no es objeto del litigio en cuestión. Es decir, no existe 

alegación alguna sobre incumplimiento en el pago de las 
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obligaciones de la titular respecto a las aludidas partidas que 

motivara el pleito entre las partes litigantes. Por lo tanto, las 

consignaciones de las cuotas de mantenimiento, la derrama y la 

participación en el pago de la póliza de seguro del condominio, de 

su faz, son improcedentes en derecho por cuanto no cumplen con 

los requisitos del Código Civil que discutiéramos con anterioridad. 

 Tampoco las actuaciones de la señora Vasarely al presentar 

las aludidas mociones de consignación, se podrían interpretar 

como que constituyen propiamente unos meros depósitos 

judiciales sobre el pago de determinadas sumas de dineros 

entendidos como una acción subsidiaria al litigio principal sobre 

daños y perjuicios que se ventila ante el tribunal en virtud de la  

Regla 35.3 de las de Procedimiento Civil, supra. Aunque la parte 

haya pretendido caracterizar dichas actuaciones de esa manera, la 

realidad es que en sus escritos en oposición a la solicitud del 

Consejo de Titulares para el retiro de los fondos, la señora Vasarely 

invocó que la consignación obedecía a que estaba en espera a que 

la controversia entre las partes fuera resuelta por el tribunal, y a 

que se estableciera la cuantía a que vendrían obligados los 

demandados a pagarle en su reclamación de daños y perjuicios. Es 

decir, que la señora Vasarely había consignado los fondos de 

mantenimiento pues el Consejo de Titulares y su aseguradora le 

debían una cantidad mayor por los presuntos daños que le habían 

ocasionado.10 En otras palabras, que la consignación de los fondos 

era para asegurar, en parte o en su totalidad, el monto de la 

sentencia que pudiera recaer a su favor, una vez se resolviera el 

litigio de daños y perjuicios. Ello sólo puede interpretarse como 

una invocación clara e inequívoca de un remedio provisional al 

amparo de la Regla 56 de las de Procedimiento Civil, supra. 

                                                 
10 Supra, nota al calce 5. 
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 Las órdenes emitidas el 21 de mayo de 2015, y el 17 de julio 

de 2015, mediante las cuales se autorizó la consignación de los 

fondos como un remedio provisional en aseguramiento de 

sentencia, son contrarias a derecho por hacerse expedido sin 

notificación previa, prestación de fianza y la celebración de vista. 

Además, las mismas son contrarias a la política pública que 

encarna la Ley de Condominios de Puerto Rico y al mandato de ley 

de que ningún titular puede liberarse del pago las cuotas de 

mantenimiento ni de su obligación proporcional al pago de los 

demás gastos comunes de un condominio, por haber entablado 

una demanda o reclamación contra el Consejo de Titulares y su 

aseguradora, como ocurrió en este caso. 

 Las órdenes judiciales del 21 de mayo de 2015, y 17 de julio 

de 2015, no cumplen con los requisitos mínimos del debido 

proceso de ley, por cuanto se emitieron para asegurar la efectividad 

de la sentencia, que en su día pudiera recaer en el pleito entre la 

señora Vasarely y el Consejo de Titulares, sin que mediara 

notificación previa y sin celebración de vista.   

V 

 Por las razones antes expuestas, se expide el certiorari y se 

revocan las órdenes emitidas el 21 de mayo de 2015, y el 17 de 

julio de 2015, mediante las cuales se autorizó la consignación de 

determinados fondos por concepto de cuotas de mantenimiento, 

derrama y pago de la participación en el seguro del Condominio La 

Cima de Torrimar, y se devuelve el caso para la continuación de los 

procedimientos compatibles con lo aquí resuelto. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


